
JUSTICIA 

� La asamblea general del gremio avaló por más de 70% de los  
votos la propuesta salarial, que supone una recuperación real del 
poder adquisitivo de los haberes.  

� Falta que el gobernador Llaryora oficialice la baja de 8% a 6% de 
los aportes extras a la Caja de Jubilaciones, norma que se  
publicará en las próximas horas.  

� El acuerdo pone fin a un conflicto de más de cinco meses que  
fectó seriamente el servicio de justicia.  

� Ahora el Gobierno deberá afrontar un pedido formal de la  
Asociación de Magistrados para que, entre otros puntos,  
se avance con la equiparación salarial.  

� ¿Cuál será la postura del Ejecutivo?
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La explotación agropecuaria, los 
arrendamientos y la delimitación 
mediante alambrados acreditaron 
actos materiales que, continuados 
al menos desde 1994, sirvieron de 
base para acreditar los derechos 
sobre un campo. 

Posesión de 20 años 
vale más que el título
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Un tribunal determinó que la falta 
de certeza absoluta no eximía de 
responsabilidad al hombre, pues 
éste conocía el embarazo,  
había mantenido relaciones con la 
madre durante el período de  
concepción y permaneció inactivo 
incluso frente a posteriores  
reclamos filiatorios.

Condena por  
no reconocer  
la paternidad

Un cardiólogo y un 
enfermero quedaron 
imputados por  
defraudar al PAMI
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La Anses habilita el  
domicilio electrónico

Leyes y Comentarios
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Los judiciales aceptaron la 
oferta salarial del TSJ pero 
ahora quienes reclaman 
son los magistrados

PROFESIONALES 

�El Gobierno ofreció un aumento de 3% para septiembre y las  
federaciones docentes y no docentes rechazaron la propuesta.  

�Leticia Medina, secretaria General de Adiuc en Córdoba,  
tildó la propuesta de “irrisoria”. 

�En tanto, el juez federal Martín Cormick intimó al Gobierno  
a informar en un plazo de tres días el grado de cumplimiento de la 
Ley de Financiamiento Universitario. 

� “La situación salarial es acuciante”, sostuvo Medina.

Fracasó la paritaria y hoy habrá 
paro nacional universitario
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Aprender en el trabajo: 
qué cambió con las  
nuevas generaciones y 
qué pasa en las  
empresas argentinas
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�En agosto, los ingresos tributarios totalizaron  
$20,5 billones, según informó la ARCA.  

�Entre los tributos de mayor incidencia, Ganancias subió 
8% real mientras que el IVA se redujo 6,1%.  

�Sin embargo, el IVA impositivo -que refleja de manera más 
representativa la actividad económica local- bajó 2,9%.

La recaudación  
nacional subió en  
línea con la inflación 
y sumó dos meses  
en positivo
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el mapa de las  
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el programa  
económico argentino 
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La recaudación nacional subió en línea con 
la inflación y sumó dos meses en positivo 
En agosto, los ingresos tributarios totalizaron $20,5 billones, según informó la ARCA. Entre los tributos  
de mayor incidencia, Ganancias subió 8% real mientras que el IVA se redujo 6,1%. Sin embargo,  
el IVA impositivo -que refleja de manera más representativa la actividad económica local- bajó 2,9% 

i
a Agencia de Recaudación y 
Control Aduanero (ARCA) in-
formó que los ingresos tribu-

tarios de agosto sumaron un total 
de $20,5 billones, lo que representó 
una variación cero en términos re-
ales, con relación a igual mes del 
año pasado. Con ello, el Gobierno 
sumó dos meses seguidos sin caída 
de recursos. 

“Los recursos tributarios de agos-
to alcanzaron $20,5 billones, con 
una variación interanual de 33,5%. 
Este mes se registró un alto creci-
miento de la recaudación por Dere-
chos de Exportación”, explicó  

El organismo precisó al respecto 
que “incidió a favor la baja base de 
comparación, debido a que en ju-
nio y principios de julio de 2025 se 
habían adelantado derechos que 
suelen ingresar en agosto, a causa 
de la baja transitoria de alícuotas 
dispuesta por el Decreto 38/2025, 
que se encontró vigente hasta fina-
les de junio de 2025”. 

Según indicó el Instituto Argenti-
no de Análisis Fiscal (Iaraf), en 
agosto pasado, la recaudación tri-
butaria nacional total se habría 
mantenido estable en términos re-
ales interanuales. Bajo el supuesto 
de una inflación mensual de 1,6% 
en agosto, del análisis por tributo 
surge que los ingresos que más ha-
brían caído serían los Derechos de 
Importación, con una baja real 
interanual de 19,3%, e Impuestos 

Internos, con una disminución de 
18,7%. 

El tributo que más creció fue De-
rechos de Exportación, con un 
avance real interanual de 91,1%. Le 
siguió el Impuesto sobre los Com-
bustibles Líquidos, con una suba 
de 12,7%. 

El principal impuesto, el IVA ne-
to de devoluciones y reintegros, 

habría registrado una baja de la re-
caudación de 6,1% en términos re-
ales respecto de agosto de 2025 
(IVA Impositivo, -2,9%; e IVA Adua-
nero, -13,5%).  

La recaudación del segundo tri-
buto de mayor importancia relati-
va, Aportes y Contribuciones de la 
Seguridad Social, habría descendi-
do 1,2% real interanual. Entre los 

factores explicativos se destacan el 
comportamiento del salario real y 
de la cantidad de empleo formal. 
Por su lado, Ganancias habría cre-
cido 8,8% por efecto de la posterga-
ción de vencimientos. 
 
Detalle 
En agosto, el Impuesto al Valor Agre-
gado (IVA) registró una recaudación 

de $6,67 billones, con un crecimien-
to nominal de 23,5%. El IVA Imposi-
tivo aumentó 29,6%, en tanto que el 
IVA Aduanero tuvo una variación de 
15,4%. 

Por su parte, Ganancias presentó 
ingresos por $4,63 billones, con una 
mejora nominal de 45,2%. ARCA in-
dicó que el resultado se debió a una 
mayor liquidación de anticipos de 
sociedades durante el mes pasado y 
a un menor uso de saldos a favor. En 
cuanto al impuesto de las personas, 
como hubo una postergación de 
vencimientos, el primer anticipo se 
pagará en septiembre, mientras que 
el año pasado se abonó en agosto. 

En el Impuesto a los Créditos y 
Débitos se alcanzaron $1,5 billón, 
con un incremento interanual de 
21,5%, mientras que los ingresos 
por Seguridad Social aumentaron 
31,9% y alcanzaron $4,8 billones. Si 
bien en términos nominales la re-
caudación subió, en términos reales 
cayó debido a la disminución del 
empleo registrado y de los salarios. 

En Derechos de Exportación se 
obtuvieron $1 billón, con una varia-
ción interanual de 155,1%. La fuerte 
suba se debe a que el año pasado se 
anticiparon liquidaciones debido al 
decreto de baja de retenciones, 
mientras que por Derechos de Im-
portación y otros conceptos ingre-
saron $620.591 millones, con una 
variación interanual de 7,7%. La ca-
ída real se debe a la baja de las im-
portaciones, en una economía que 
todavía se mantiene débil. 

Por otro lado, por Bienes Perso-
nales se recaudaron $137.797 millo-
nes, con una variación interanual 
de 24,8%. Este mes operó el venci-
miento del primer anticipo corres-
pondiente al período fiscal 2026. En 
el Impuesto a los Combustibles in-
gresaron $724.899 millones, con 
una variación interanual de 50,4%. 
El incremento se explica, en mayor 
medida, por las actualizaciones del 
impuesto. 

Caputo se reunió con Bessent,  
quien elogió el programa económico argentino 
El ministro de Economía, Luis Ca-
puto, se reunió ayer con el secreta-
rio del Tesoro de Estados Unidos, 
Scott Bessent, durante la cumbre de 
ministros de Finanzas y banqueros 
centrales del G-20 que se desarrolla 
en Asheville, Carolina del Norte. El 
encuentro duró aproximadamente 
20 minutos y fue el primero entre 
ambos desde el salvataje financiero 
de octubre de 2025. 

La reunión tuvo lugar en el Omni 
Grove Park Inn, un emblemático re-
sort ubicado frente a las montañas 
Blue Ridge. Antes del encuentro, 
Bessent había elogiado el rumbo 
del programa económico de Javier 
Milei durante una entrevista con el 
analista conservador y exdirector 
del Consejo Económico Nacional 
estadounidense Larry Kudlow. 

"Creo que tenemos una oportu-
nidad histórica en el hemisferio oc-
cidental liderada por Argentina y 
las reformas que allí se están llevan-
do a cabo. Todos decían que era 
imposible, y ahora estamos viendo 

cómo sucede en medio de un pa-
norama económico cambiante", 
afirmó Bessent durante la charla. 

Sobre las últimas elecciones de 
Milei, el funcionario estadouniden-
se sostuvo que "los sectores más 
pobres de la sociedad y los jóvenes 
—que antes se inclinaban por la iz-
quierda— le dieron su apoyo". "Es-
tamos viendo cambios en la Argen-
tina, Bolivia, Colombia, Chile y 
Ecuador, y creo que veremos mu-
chos más casos similares", agregó. 

Caputo participa desde el fin de 
semana de la reunión del G-20 fi-
nanciero, acompañado por su vice-
ministro, José Luis Daza, el titular 
del Banco Central, Santiago Bausili, 
y el vicepresidente de la entidad, 
Vladimir Werning.  

El ministro había aparecido el lu-
nes sentado en primera fila, a po-
cos asientos de Bessent y del titular 
de la Reserva Federal, Kevin Warsh. 

El encuentro se produce mien-
tras el mercado mantiene dudas 
sobre la robustez del plan financie-

ro anunciado por Caputo y la conti-
nuidad del programa económico 
de cara a las elecciones de 2027. 

El Gobierno deberá afrontar pa-
gos de deuda por US$25.000 millo-
nes el próximo año, más de la mi-
tad correspondientes a tenedores 
de bonos internacionales, Bopreal 
y títulos en dólares emitidos en el 
mercado local. Si bien una parte se-
rá cubierta mediante la compra de 
reservas y la emisión de bonos do-
mésticos, el equipo económico 
descartó un regreso a los mercados. 

Con un riesgo país por encima de 
los 500 puntos, el costo de financia-
miento externo para Argentina con-
tinúa por encima del 9% anual. En 
ese escenario, el diálogo con Bessent 
podría contribuir a reactivar algunas 
de las promesas realizadas el año pa-
sado para contener las presiones de-
valuatorias antes de las elecciones. 

En la previa de esos comicios, 
con el dólar bajo una fuerte presión 
y el acceso al crédito internacional 
cerrado, el Tesoro estadounidense 

salió a comprar pesos y anunció un 
swap de monedas por US$20.000 
millones. Semanas después, el pro-
pio Bessent amplió el anuncio a 
US$40.000 millones con ayuda adi-
cional de bancos, aunque ese es-
quema nunca llegó a concretarse. 

En medio de las elecciones en Es-
tados Unidos, Argentina necesitará el 
respaldo de Donald Trump en caso 
de una corrida cambiaria. Hace una 
semana, Milei salió a garantizar el pa-
go de los vencimientos de deuda du-
rante todo su mandato sin recurrir al 
mercado y contabilizó dentro de su 
poder de fuego el swap con Bessent. 

La eventual ayuda deberá supe-
rar distintos desafíos. La Casa Blan-
ca busca avanzar en el acuerdo co-
mercial bilateral firmado en febrero 
y pretende desplazar a China de la 
región. A su vez, el secretario de 
Trump enfrenta presiones internas 
por el incremento de las tasas de los 
bonos largos estadounidenses y las 
tensiones con Warsh. 

El FMI y Wall Street también 
aguardan avances de Argentina, 
preocupados por las últimas medi-
das destinadas a reactivar la activi-
dad económica y por la menor 
compra de reservas. Durante una 

charla sobre crecimiento, Caputo 
destacó en Asheville que "la estabi-
lidad macroeconómica es la base 
para un crecimiento sostenido" y 
defendió el programa de Milei. 

El ministro también mantuvo 
conversaciones con autoridades de 
organismos internacionales. Capu-
to habló con el presidente del Ban-
co Mundial, Ajay Banga, sobre la 
agenda de crecimiento y las opor-
tunidades para profundizar la coo-
peración y el apoyo de la entidad a 
la Argentina. Además, informó que 
tuvo un "gran encuentro" con la ti-
tular del Fondo Monetario Interna-
cional, Kristalina Georgieva. 

"Aprovechamos para conversar 
sobre la agenda económica de la Ar-
gentina y los avances que estamos 
logrando para consolidar la estabili-
dad y fortalecer el crecimiento", ex-
presó Caputo en su cuenta de X. 

El encuentro llega en un momen-
to de fuerte sintonía entre las admi-
nistraciones de Javier Milei y Do-
nald Trump. Una señal de esa cer-
canía se produjo durante la cena 
oficial del foro, cuando Bessent 
ubicó a Caputo en su mesa junto 
con representantes de Italia, Fran-
cia, Japón y Polonia. 



www.comercioyjusticia.info  l  MIÉRCOLES 2 DE SEPTIEMBRE DE 2026   l   A3Economía

T
elecentro, la compañía con-
trolada por Alberto Pierri, 
acordó la adquisición de iPlan 

por US$260 millones, en una ope-
ración que mueve el tablero de las 
telecomunicaciones argentinas 
apenas meses después de la com-
pra de Telefónica por parte de Te-
lecom. El acuerdo ya fue firmado y 
el cierre definitivo -transferencia 
de acciones y pago- se espera en 
unos 30 días. 

La transacción no es solo una 
compra de clientes: Telecentro in-
corpora una red de fibra óptica 
100% subterránea y neutral, con 
más de un millón de hogares y pre-
sencia en CABA, Rosario, Córdoba 
y Tucumán. iPlan, fundada en 
1999 por Pablo Saubidet, Daniel 
Nofal y George Stewart (ex Cable-
visión), construyó durante más de 

25 años un negocio sólido en el 
segmento corporativo y de conec-
tividad empresarial, además de 
servicios de IT, datacenter y FTTH. 

 
Complementariedad estratégica 
Telecentro llega a la operación 
con una escala mayor: más de 6 
millones de hogares pasados, una 
penetración cercana al 30% y in-
gresos superiores a US$600 millo-
nes en 2025.  

Su fuerte está en el mercado resi-
dencial del AMBA (televisión paga, 
internet, banda ancha y telefonía 
fija). iPlan, en cambio, facturó alre-
dedor de US$130 millones el año 
pasado, con una penetración del 
11% en residencial y del 17% en 
corporativo. La combinación pro-
yecta ingresos consolidados cerca-
nos a los US$750 millones. 

El valor real de la operación resi-
de en la infraestructura ya desple-
gada y en el acceso inmediato a 
clientes corporativos y a plazas del 
interior donde Telecentro tenía 
menor presencia. En un sector 

donde la fibra óptica propia es cla-
ve para ofrecer velocidad, calidad y 
menor dependencia de terceros, 
esta compra acelera el posiciona-
miento de Telecentro sin tener que 
construir esa red desde cero. 

El financiamiento principal pro-
viene de un préstamo sindicado a 
cinco años en pesos otorgado por 
ICBC, Galicia y Santander. Del lado 
vendedor asesoró JP Morgan; Tele-
centro contó con F&G Advisors y 
DLA Piper. 

 
Mercado concentrado 
La operación se produce en un 
mercado cada vez más concentra-
do. La compra de Telefónica por 
Telecom (US$1.245 millones) ge-
neró una reconfiguración de gran 
escala y obligó a la Autoridad Na-
cional de la Competencia a impo-
ner condiciones de desinversión 
para preservar la competencia en 
telefonía móvil, internet residen-
cial y servicios corporativos.  

En ese escenario, Telecentro 
busca ganar escala y diversifica-

ción sin convertirse en el actor 
dominante. 

iPlan era uno de los operadores 
alternativos que la propia Comi-
sión Nacional de Defensa de la 
Competencia identificaba con ca-
pacidad de competir en el segmen-
to corporativo. Su absorción redu-
ce opciones independientes en ese 
nicho y refuerza la posición de Te-
lecentro frente a Telecom y Claro. 

Para Córdoba, la operación tie-
ne implicancias concretas. iPlan 
ya tenía presencia en la provincia; 
la integración bajo Telecentro 
puede acelerar inversiones en fi-
bra, mejorar la oferta de servicios 
corporativos y residenciales de al-
ta velocidad, y potenciar la com-
petencia en un mercado donde 
las empresas y pymes demandan 
cada vez más conectividad con-
fiable para digitalización, cloud y 
operaciones remotas. 

A mediano plazo, se espera que 

Telecentro busque sinergias ope-
rativas: unificar redes, optimizar 
costos de mantenimiento, cruzar 
ofertas residenciales y corporati-
vas, y eventualmente avanzar en 
nuevos servicios de valor agregado 
(datacenter, ciberseguridad, solu-
ciones IT).  

La compañía ya venía invirtien-
do fuerte en la reconversión de su 
red HFC a fibra óptica (anunció 
planes por US$400 millones en 
años anteriores) y esta compra 
acelera esa transformación. 

Los riesgos siguen existiendo: la 
integración de culturas empresa-
riales distintas, la necesidad de 
cumplir con eventuales revisiones 
regulatorias y la presión competiti-
va de un mercado oligopólico. Sin 
embargo, en un contexto de con-
solidación global de telecomuni-
caciones, la escala y la propiedad 
de infraestructura propia se con-
solidan como ventajas decisivas. 

Telecentro compra iPlan por 
US$260 millones y reconfigura el 
mapa de las telecomunicaciones 
El sector se concentra aún más. Para Córdoba, la llegada de un operador con mayor 
capacidad de inversión puede significar más opciones de conectividad de calidad

JAVIER DE PASCUALE 

jdepascuale@comercioyjusticia.info
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L
os empleados del Poder Judi-
cial de Córdoba aceptaron 
ayer por amplio margen la 

propuesta salarial presentada por 
el Tribunal Superior de Justicia 
(TSJ), con el aval del Poder Ejecu-
tivo, y de esta manera se puso fin 
a un conflicto que se extendió por 
más de cinco meses e impactó se-
riamente en la prestación del ser-
vicio de justicia en la provincia. 

La asamblea general de la Aso-
ciación Gremial de Empleados 
del Poder Judicial (AGEPJ) tuvo 
una nutrida participación. Lle-
gada la hora de la votación, más 
del 70% de los afiliados apoya-
ron la oferta. 

Resuelto el frente salarial con 
los judiciales, ahora el TSJ y el 
Ejecutivo deberán abordar el re-
clamo que ayer formalizó la Aso-
ciación de Magistrados y Fun-
cionarios. 

Según pudo confirmar Comer-
cio y Justicia, la entidad envió un 
escrito dirigido a ambos destina-
tarios. Previamente, el 25 de agos-
to pasado, la Asociación había 
mantenido un encuentro con el 
Tribunal Superior de Justicia en 
pleno acompañado del Ministro 
de Justicia y Trabajo. 

En esa reunión, la entidad co-
municó a las autoridades los re-
clamos surgidos a partir del pedi-
do de los asociados, entre ellos la 
“concesión de un 1,9 %, proviso-
riamente no remunerativo, para 
toda la planta judicial, incluidos 
magistrados y funcionarios a par-
tir de los haberes de septiembre” 
y el “inminente anuncio por parte 
del Gobernador de la Provincia 
para toda la planta estatal de la 
rebaja del 8 al 6 % de los aportes 
previsionales, en principio a par-
tir del próximo mes (en una o dos 
entregas mensuales)”. 

“Al cumplirse estos dos anun-
cios precedentes se alcanzaría 
aproximadamente el 82 % de 
cumplimiento de la Ley de Equi-

paración”, recordaron desde la 
entidad en un comunicado. 

Además, sumaron el “cobro del 
1,9 % del aumento otorgado por 
la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, retroactivo al 1/06/2026 
(incluye retroactivos de junio, ju-
lio, proporcional SAC y ya está 
cargado en el próximo recibo de 
sueldo)” y, finalmente, “el au-
mento del 2,1 % concedido por la 
Corte Suprema de Justicia de la 
Nación la semana pasada se abo-
nará el próximo mes con retroac-
tivos de julio y agosto”. 

Tras esa reunión ocurrida la 
semana pasada y ahora con el 
acuerdo salarial firmado cerra-
do con el gremio de judiciales, 
la Asociación de Magistrados 
remitió una nota al TSJ y al Eje-
cutivo reclamando los mismos 
puntos aunque con la diferen-
cia de que la suba de 1,9% sea 
remunerativa. 

Si a ese punto se suma la baja 
de la alícuota máxima de aportes 
a la Caja de 8 a 6% que se oficiali-
zará en horas, el aumento por-
centual para magistrados y fun-
cionarios mejorará sustancial-
mente los haberes del sector has-
ta llegar a 82% de los sueldos de 
sus pares del fuero federal. 

“Serán los puntos que vamos a 
atender. No hay ningún margen 
extra para mejorar aún más los 
haberes con partidas que vaya a 

afectar el Ejecutivo para superar 
esos beneficios”, resumió a Co-
mercio y Justicia un informante. 

No obstante, desde el Panal y 
en el seno del Máximo Tribunal 
son conscientes de la fortaleza del 
grupo de “autoconvocados” que 
tomó cuerpo en los últimos me-
ses, disconformes con la posición 
de la Asociación de Magistrados a 
la hora de negociar las mejoras 
salariales. En definitiva, el tema 
en el Poder Judicial aún no está 
plenamente cerrado. 

 
La propuesta acordada 
Por lo demás, la oferta que ayer 
votaron los judiciales incluye los 
incrementos que originalmente 
estaban previstos para julio de 
2027 y julio de 2028 como tra-
mos de equiparación con la jus-
ticia federal que, ahora, para las 
categorías más bajas se adelan-
tarán para septiembre y diciem-
bre de 2026.  

Para las categorías de escri-
biente y auxiliar ayudante, las 
cuotas serán adelantadas al 
sueldo de septiembre. 

Además, la propuesta contem-
pla el pago de 50% del concepto 
permanencia para todas las ca-
tegorías y un adicional de 1,9% 
no remunerativo. 

En cuanto a la baja de la alícuo-
ta máxima de 8 a 6% de aportes a 
la Caja, se oficializará en las pró-

ximas horas y se desdoblará en 
dos tramos, una en septiembre y 
otra en octubre. 

Esa baja de aportes tendrá un 
impacto final de 2,8% en el recibo 
de sueldos y beneficiará a unos 
1.400 empleados y a la totalidad 
de magistrados y funcionarios del 
Poder Judicial.  

En paralelo, el acuerdo también 
incluye la decisión del TSJ de no 
descontar los más de 20 días de 
paro que quedan pendientes 
también fue fundamental para 
destrabar el conflicto, que había 
llegado a su punto máximo a fin 
de julio, cuando se aplicaron qui-
tas de entre $200 mil y $450 mil 
por cinco jornadas de paro. Tras 
esa medida, intervino la Secreta-
ría de Trabajo con la conciliación 
obligatoria. 

De acuerdo con las estimacio-
nes del gremio, todas esas medi-
das representan en conjunto 
5,65% de incremento salarial por 
encima de la pauta de la Corte pa-
ra la categoría más baja. Para el 
resto de las categorías, el incre-
mento se ubicaría entre 7,66% y 
14%, dependiendo de la categoría 
y otras particularidades. 

Según lo informado por el Mi-
nisterio de Justicia, el costo sala-
rial de esa propuesta salarial 
aceptada por los judiciales es de 
$1.800 millones mensuales. 
Cuando se suma el impacto de la 
futura baja de los aportes previ-
sionales extraordinarios de 8% a 
6%, la cifra se incrementa hasta 
$2.400 millones mensuales.  

Finalmente y como un dato no 
menor, el acuerdo final se logró a 
partir de las gestiones políticas 
del ministro Julián López y el se-
cretario de Capital Humano, Gus-
tavo Panighel. 

Además, la coordinación de 
los encuentros por parte del se-
cretario de Trabajo, Omar Sere-
no, fue clave en acercar a las par-
tes y manejar las diferencias a 
tenor de su dilatadísima trayec-
toria en esa cartera. 

 
La votación 
Aunque el resultado ya se antici-
paba por las votaciones de los dí-
as previos en cada dependencia 
judicial, el proceso terminó en la 
asamblea general extraordinaria, 
donde 70,7 % de los votos fueron 
por la aprobación de la oferta sa-
larial. Fueron 810 los votos por la 
aceptación. 

Esa moción fue impulsada por 
la conducción de la Asociación 
Gremial de Empleados del Poder 
Judicial, liderada por Federico 
Cortelletti, y fue impulsada por 
las agrupaciones Confluencia, 
Identidad Judicial, Lista Celeste y 
Blanca de Río Cuarto, y delegadas 
y delegados del interior y Capital. 

En tanto, 24,1 % de los votos 
(276) optaron por la moción de 
rechazo con posibilidad de soli-
citar la continuidad de la mesa 
de negociación, la postura de La 
Judicial, una de las agrupaciones 
de autoconvocados. 

También votaron en contra, 
con 5,1 % (59 votos), las agrupa-
ciones que impulsaron el recha-
zo y la continuidad de las medi-
das de fuerza. Hubo una sola 
abstención. 

La asamblea general del gremio avaló por más de 70% de los votos la propuesta 
salarial, que supone una recuperación real del poder adquisitivo de los haberes. 
Falta que el gobernador Llaryora oficialice la baja de 8% a 6% de los aportes 
extras a la Caja de Jubilaciones, norma que se publicará en las próximas horas. 
El acuerdo pone fin a un conflicto de más de cinco meses que afectó seriamente 
el servicio de justicia. Ahora el Gobierno deberá afrontar un pedido formal de la 
Asociación de Magistrados para que, entre otros puntos, se avance con la  
equiparación salarial. ¿Cuál será la postura del Ejecutivo? 

Los judiciales aceptaron la oferta 
salarial del TSJ pero ahora quienes 
reclaman son los magistrados

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info

AGEPJ
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sta semana Lionel Messi anunció 
su retiro de la Selección Argenti-
na. Más allá de la carga emotiva 

del hecho, la noticia abre una pregunta 
poco explorada desde el derecho como 

ser, qué tipo de propiedad existe, si es 
que existe alguna, sobre un número, un 
nombre y una historia que el público 
asocia de manera automática con una 
persona. 

El número 10 no es una marca regis-
trada, es apenas un dígito dentro de un 
sistema de numeración deportiva reglado 
por cada federación. Sin embargo, en el 
imaginario colectivo argentino ese núme-
ro dejó de ser neutro hace mucho tiempo. 
Primero Maradona y después Messi lo 
cargaron de un significado que excede 
ampliamente su función identificatoria 
original. Este fenómeno es análogo, aun-
que no idéntico, al que el derecho marca-
rio estudia bajo la noción de significado 
secundario o distintividad adquirida, 
cuando un signo originalmente débil o 
genérico se carga de fuerza identificatoria 
a fuerza de uso constante y de asociación 

con un origen determinado. La diferencia 
central es que un número de camiseta no 
es un signo susceptible de apropiación 
exclusiva mediante registro, entonces esa 
carga simbólica queda flotando en un te-
rritorio que el derecho de marcas no pue-
de capturar del todo. Ningún club ni fede-
ración puede impedir que otro jugador 
use el 10, aunque extraoficialmente deci-
da no entregarlo por respeto, como ya 
ocurrió en otros seleccionados tras el re-
tiro de sus máximas figuras. 

Distinto es el análisis cuando se pien-
sa en la posibilidad, hipotética pero inte-
resante, de que el propio Messi busque 
registrar una marca que incorpore los 
colores de la bandera argentina o algu-
na referencia directa a los símbolos pa-
trios. La Ley N° 22362 de Marcas y De-
signaciones contempla restricciones es-
pecíficas sobre el registro de signos que 
reproduzcan o imiten emblemas, escu-
dos o símbolos oficiales de la Nación, 
precisamente porque ese tipo de ele-
mentos pertenece a un patrimonio co-
lectivo que la ley sustrae de la apropia-
ción privada exclusiva. Esto no significa 
que un deportista no pueda evocar la 
identidad nacional en su estrategia de 
marca personal -muchos lo hacen me-
diante referencias indirectas, tipografías, 
escudos propios o paletas cromáticas 
inspiradas en la bandera- pero sí impone 
un límite claro a cualquier intento de 
apropiarse jurídicamente del símbolo 
patrio en sí mismo. 

El tercer nudo tiene que ver con los de-
rechos de imagen. Durante los años de vi-
gencia del vínculo, la imagen del jugador 
vistiendo la camiseta de la Selección que-
da sujeta a un régimen de explotación co-
mercial compartido, donde la Asociación 
del Fútbol Argentino (AFA) administra 
ciertos usos colectivos, como el merchan-
dising oficial o los contratos de sponsoreo 
del equipo, mientras que el jugador retie-
ne el control sobre su imagen individual 
fuera de ese contexto institucional. El re-
tiro no borra retroactivamente ese entra-
mado; las imágenes ya explotadas bajo 

contratos vigentes durante la relación si-
guen amparadas por los términos pacta-
dos en su momento, y lo que cambia ha-
cia adelante es simplemente que ya no 
habrá nueva explotación conjunta bajo 
ese vínculo institucional. 

Por último, conviene aclarar una con-
fusión conceptual frecuente. Retirarse de 
una selección no es, técnicamente, rescin-
dir un contrato en el sentido que el dere-
cho civil y comercial le da a esa figura. No 
hay allí un contrato bilateral con obliga-
ciones recíprocas en el sentido estricto si-
no un vínculo de convocatoria y represen-
tación que el jugador puede simplemente 
dejar de aceptar, sin las consecuencias in-
demnizatorias o las cargas probatorias 
que sí existen en una rescisión contrac-
tual laboral o comercial propiamente di-
cha. Es una decisión unilateral con enor-
me peso simbólico y nulo conflicto jurídi-
co, justamente lo opuesto a lo que ocurre 
cuando un club rescinde el contrato de un 
jugador antes de tiempo. 

En definitiva, el retiro de una figura co-
mo Messi expone con claridad un fenó-
meno que el derecho de marcas y el dere-
cho del deporte conocen bien. Existe un 
abismo entre el valor simbólico que una 
sociedad le asigna a un signo, un número 
o un nombre, y la protección jurídica 
efectiva que ese signo puede recibir. El 10 
seguirá siendo, para generaciones de ar-
gentinos, sinónimo de algo mucho más 
grande que una posición táctica, pero se-
guirá siendo, para la ley, apenas un nú-
mero sin dueño. 
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a Cámara 5ª Civil y Comercial 
de Córdoba rechazó la apela-
ción de la actora, titular regis-

tral del inmueble, y confirmó ínte-
gramente la sentencia que deses-
timó la acción reivindicatoria y 
admitió la excepción de prescrip-
ción adquisitiva opuesta por el 
demandado, al considerar acredi-
tada una posesión pública, conti-
nua y prolongada durante más de 
20 años mediante actos materia-
les concretos, que no pudo ser 
desvirtuada por la invocación del 
título dominial ni por el pago de 
tributos. 

El tribunal, integrado por los vo-
cales Leonardo Gonzalez Zamar y 
Joaquín Ferrer, analizó los cuestio-
namientos dirigidos contra la valo-
ración probatoria efectuada en 
primera instancia. Los apelantes 

sostenían que no se había demos-
trado una posesión pública, pacífi-
ca, continua e ininterrumpida du-
rante 20 años ni la existencia de 
animus domini, por lo que enten-
dían que debía rechazarse la de-
fensa de prescripción y prosperar 
la reivindicación. 

La alzada recordó que el juez 
había considerado acreditada, 
mediante una valoración integral 
de las pruebas conforme las reglas 
de la sana crítica, la posesión pú-
blica, continua y con ánimo de 
dueño ejercida por el demandado 
y su grupo familiar sobre la frac-
ción litigiosa. Para ello había otor-
gado especial relevancia a las de-
claraciones testimoniales, parti-
cularmente la de V., corroborada 
por otros testigos, que describie-
ron actos concretos como el 

arrendamiento del inmueble a 
terceros y su explotación agrope-
cuaria durante un período pro-
longado. 

Esos testimonios encontraron 
además respaldo en la pericia téc-
nica y en circunstancias objetivas 
vinculadas con la ubicación de los 
alambrados, la configuración del 
predio y su integración material al 
campo de la familia G. La existen-
cia y ubicación de los alambrados 
constituyeron un signo material 
inequívoco del ejercicio de poder 
de hecho sobre la fracción, coinci-
dente con la línea divisoria señala-
da por los testigos. 

 
Momento 
Aunque no pudo determinarse con 
exactitud el momento inicial de la 
posesión de G. o de sus antecesores, 

la cámara entendió que esa cir-
cunstancia no impedía admitir la 
prescripción. Las pruebas permití-
an establecer que, al menos desde 
1994, la familia del demandado re-
alizaba actos materiales sobre el in-
mueble, período que superaba am-
pliamente los 20 años exigidos le-
galmente. 

El tribunal destacó que el culti-
vo, la presencia de animales, la ex-
plotación productiva, el arrenda-
miento a terceros y la delimita-
ción mediante alambrados cons-
tituyen actos posesorios com-
prendidos en el artículo 1928 del 
CCC. Integrados esos elementos 
con la presunción establecida por 
el artículo 1930 del mismo cuerpo 
normativo, correspondía consi-
derar acreditada la continuidad 
de la posesión durante el lapso 
necesario para adquirir el domi-
nio por prescripción. 

También descartó que la inexis-
tencia de construcciones o mejo-
ras permanentes debilitara esa 
conclusión. Tratándose de un in-
mueble rural, la posesión puede 
exteriorizarse mediante activida-
des productivas propias del campo 
y signos materiales de delimita-
ción, sin que resulte indispensable 
la realización de edificaciones. 

Asimismo, señaló que la falta de 
promoción previa de un juicio de 
usucapión, la incomparecencia de 
otros herederos o la ausencia de 
acreditación formal de la adminis-
tración sucesoria tampoco desvir-
tuaban los actos comprobados. La 
prescripción adquisitiva puede ser 
opuesta como defensa sin necesi-
dad de una declaración judicial 
previa, siempre que se demuestre 
la posesión durante el plazo legal. 

Finalmente, la cámara coincidió 
con el criterio según el cual el pago 
de impuestos constituye un ele-
mento complementario demos-
trativo del ánimo de poseer, pero 
no acredita por sí mismo la pose-
sión material. Por ello, ni los tribu-
tos abonados ni el título registral 
invocado por la actora resultaban 
suficientes para contrarrestar los 
múltiples elementos que demos-
traban la ocupación, explotación e 
integración de la fracción al esta-
blecimiento rural de la familia G. 

En consecuencia, rechazó el re-
curso de apelación y confirmó la 
sentencia en todas sus partes, con 
costas a los apelantes vencidos. 

La explotación agropecuaria, los arrendamientos y la delimitación mediante 
alambrados acreditaron actos materiales continuados al menos desde 1994 

La posesión durante más de 20 
años desplazó al título registral

Autos: “P. C., M. y Otros c/ G., R. O. - Accio-
nes Posesorias/Reales - Reivindicación” - 
EXPTE. SAC: 9573268

u Sergio Castelli 
Agente de la propiedad industrial 

u Irene Rivarola 

Abogada 

El 10 no que no se registra: Messi, su retiro  
y los límites jurídicos de un símbolo

 DERECHO DE EMPRESAS
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a Cámara 8ª en lo Civil y Co-
mercial de Córdoba rechazó 
el recurso del demandado y 

confirmó la condena por los da-
ños ocasionados por el reconoci-
miento tardío de su hijo, al consi-
derar acreditada una conducta 
antijurídica y descartar tanto su 
exoneración como la distribución 
porcentual de responsabilidad 
pretendida respecto de la madre y 
del propio actor.  

El tribunal, integrado por Ga-
briela Lorena Eslava, María Rosa 
Molina de Caminal y Diego Gio-
vannoni, concluyó que las cir-
cunstancias conocidas por D. M. 
R. eran suficientes para que razo-
nablemente pudiera representar-
se la posibilidad de su paternidad 
y desplegara alguna conducta 
destinada a esclarecerla.  

La alzada explicó que el dere-
cho a la identidad comprende as-
pectos esenciales de la personali-
dad, vinculados con la historia 
personal, la pertenencia familiar 
y el conocimiento de los propios 
orígenes. Por ello, los deberes de-
rivados de la paternidad poseen 
una dimensión eminentemente 
personal y deben ser examinados 
conforme a pautas de solidari-
dad, responsabilidad y compro-
miso familiar, sin que la ausencia 
de certeza absoluta acerca de la 
filiación resulte suficiente para 
excluir responsabilidad.  

En ese marco, consideró espe-
cialmente relevante la falta de di-
ligencia del demandado. Durante 
la audiencia complementaria re-
conoció haber visto embarazada 
en más de una oportunidad a la 
madre de S. M. B. R. Ello no signi-
ficaba que hubiera tenido certeza 
absoluta acerca de su paternidad, 
pero la cuestión determinante era 
si existían circunstancias objeti-
vas capaces de generar una sos-
pecha razonable sobre la posibili-
dad de que fuera el padre. 

Para el tribunal, esas circuns-
tancias estaban acreditadas: 
existieron relaciones íntimas du-
rante el período de concepción y 
D. M. R. conoció el embarazo. 
Ambos elementos debían valo-
rarse conjuntamente y dentro 
del contexto en que ocurrieron 
los hechos: Villa Valeria, una lo-
calidad pequeña donde existía 
estrecho conocimiento entre sus 
habitantes. La prueba testimo-
nial indicó, además, que era pú-
blicamente conocido que el de-
mandado era identificado como 
padre biológico de S. 

 
Intento 
La cámara también rechazó el in-

tento de trasladar responsabili-
dad a la madre. Señaló que la 
eventual omisión de uno de los 
progenitores no extingue los de-
beres jurídicos que personal-
mente pesan sobre el otro. Por 
ello, el debate no consistía en de-
terminar si la progenitora podría 
haber realizado mayores esfuer-
zos para obtener el reconoci-
miento sino si D. M. R. había 
cumplido las obligaciones que le 
correspondían frente a una situa-
ción que permitía razonable-
mente representarse la existencia 
de un hijo. En consecuencia, des-
cartó la pretensión de atribuirle a 
aquella 50% del daño.  

Tampoco prosperó el argu-
mento dirigido a responsabilizar 
parcialmente al propio actor por 
la demora del proceso filiatorio. 
El tribunal destacó que los recla-
mos no comenzaron con la prue-
ba genética realizada en 2022. Ya 
en 2010, S. había promovido ac-
tuaciones ante la Asesoría de Fa-
milia para obtener el reconoci-
miento y alimentos, procedi-
miento que terminó sin acuerdo 

debido a la incomparecencia del 
demandado. Posteriormente fue 
promovida la acción judicial de 
filiación y D. M. R. tampoco com-
pareció, por lo que fue declarado 
rebelde el 22 de noviembre de 
2012. 

Ese comportamiento impedía 
aceptar que hubiera conocido la 
cuestión recién al realizarse el 
examen genético. Por el contra-
rio, el reconocimiento filiatorio 
había sido planteado reiterada-
mente durante años sin que el de-
mandado adoptara una conducta 
activa destinada a esclarecer o re-
gularizar la situación. Incluso la 
inscripción registral derivada de 
la sentencia de filiación debió ser 
impulsada por el actor.  

Así, la cámara entendió que la 
valoración integral de la prueba 
demostraba la conducta antiju-
rídica atribuida a D. M. R. y con-
firmó la responsabilidad esta-
blecida en primera instancia. Fi-
nalmente, rechazó íntegramente 
su recurso de apelación, con 
costas de Alzada al recurrente 
vencido. 

La falta de certeza absoluta no lo eximía: conocía el embarazo, había mantenido 
relaciones con la madre durante el período de concepción y permaneció inactivo 
incluso frente a posteriores reclamos filiatorios 

Condenan a padre por  
no reconocer a su hijo pese a  
indicios sobre la paternidad 

b
l debate público sobre la ley 
27801 se concentró casi por com-
pleto en la reducción de la edad 

mínima de punibilidad a los 14 años. La 
mayor dificultad de aplicación del nue-
vo régimen, sin embargo, no está allí si-
no en la escala penal que la ley destina 
a los adolescentes, considerada en sus 
dos extremos. 

En el piso de esa escala se encuentra 
la modificación menos discutida y de 
consecuencias más directas. La deroga-
da ley 22278 autorizaba al juez, en su 
artículo 4°, a disminuir la pena “en la 
forma prevista para la tentativa”, esto 
es, conforme la reducción de un tercio a 
la mitad del artículo 44 del Código Pe-
nal. La ley 27801 no reprodujo ese me-
canismo: su artículo 5°, inciso e), se li-
mita a instruir al juez para que gradúe 
la pena "dentro de las escalas legales 
previstas”, sin alterarlas. El resultado es 
que un adolescente de 14 años queda 
sometido al mismo mínimo legal que un 
adulto por el mismo hecho. 

Esa equiparación choca con la doctri-
na de la Corte Suprema. En “Maldona-
do” (2005) el tribunal sostuvo que la re-
acción punitiva estatal debe ser inferior 
que la que correspondería, a igualdad 
de circunstancias, respecto de un adul-
to. En “C.E.D.” (2025) descalificó por ar-
bitraria la sentencia que había tratado 
la reducción de escala como una mera 
facultad judicial, desatendiendo aquel 
estándar. El legislador no recogió nin-
guna de las dos construcciones. 

El techo tampoco resiste el análisis. 
El artículo 19 fija el plazo máximo de las 
penas privativas de la libertad en 15 
años, y ese límite se presenta como la 
garantía que impide la imposición de 
penas perpetuas. Pero esos 15 años no 
son un límite nuevo: son exactamente el 
máximo que ya resultaba de aplicar a la 
prisión perpetua la reducción de la ten-
tativa, que el artículo 44, tercer párrafo, 
del Código Penal fija en diez a 15 años. 
El legislador conservó el máximo pree-
xistente y suprimió, en cambio, la ate-
nuación de todas las escalas inferiores. 

Entre uno y otro extremo queda una 
franja precisa. Por debajo de los tres 
años, el artículo 11 obliga a reemplazar 
la prisión por penas no privativas de la li-
bertad. Por encima de los 15, el artículo 
19 impide imponer pena alguna. En el 
medio se despliega el conjunto de delitos 

-lesiones gravísimas, abandono de per-
sona seguido de muerte, los abusos se-
xuales agravados, entre otros- en los que 
el adolescente enfrenta la misma escala 
penal que una persona de 18 años de 
edad. 

Conviene despejar un equívoco. Po-
dría pensarse que la sustitución obliga-
toria del artículo 11 constituye un trato 
más benigno. La norma condiciona ese 
reemplazo a que se cumplan las demás 
condiciones del título III del Libro Pri-
mero del Código Penal, es decir, los 
mismos recaudos de la condena de eje-
cución condicional. De modo que, en 
idéntico supuesto, el adulto puede ob-
tener la suspensión del cumplimiento 
de la pena mientras que al adolescente 
se le impone efectivamente una san-
ción. El beneficio no traduce plus algu-
no de derechos. 

A ello se suma el artículo 30, inciso 
a), que ordena el traslado del joven a un 
establecimiento penitenciario de adul-
tos al alcanzar la mayoría de edad. En 
una condena de 15 años impuesta a los 
14, el condenado transcurrirá alrededor 
de tres cuartas partes de la pena convi-
viendo con población adulta. La excep-
ción que permite permanecer en el ins-
tituto especializado hasta el fin del año 
calendario -sujeta a petición del intere-
sado, aceptación de las autoridades y 
conveniencia para un tratamiento o 
programa en curso- favorece a quien 
cumplió dieciocho años en enero por 
sobre quien los cumplió en noviembre. 

El Comité de los Derechos del Niño 
fue claro sobre este punto. En su obser-
vación general Nº 24 señala que las 
sentencias mínimas obligatorias son in-
compatibles con el principio de propor-
cionalidad de la justicia juvenil y con el 
requisito de que la reclusión sea una 
medida de último recurso, y que los tri-
bunales que sentencian a niños deben 
comenzar como una tabla rasa. Reco-
mienda que los Estados establezcan una 
pena máxima que refleje el principio del 
período más breve que proceda, y re-
cuerda que, conforme el artículo 41 de 
la Convención, "no deben adoptarse me-
didas regresivas”. 

Sobre la defensa técnica especializa-
da recaerá la carga de articular estos 
planteos en cada caso concreto, tanto 
frente a la pretensión de aplicar el míni-
mo de la escala del adulto como frente 
a toda pena que se aproxime al techo 
legal. La escala quedará vigente en el 
plano formal y corregida, caso por caso, 
en el de su eficacia. 

Los topes de pena en el  
nuevo régimen penal juvenil
u M. Luciana Alonso 

Abogada, especialista en Derecho de Familia 

DERECHO PENAL JUVENIL
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Aprender en el trabajo: qué cambió con las nuevas
generaciones y qué pasa en las empresas argentinas
El aprendizaje, la autonomía y la movilidad aparecen entre las transformaciones que atraviesan el vínculo con el empleo. Un informe de Insight 21

muestra, al mismo tiempo, que las organizaciones todavía tienen dificultades para conocer y medir las capacidades de sus equipos

a relación con el trabajo es-
tá incorporando nuevas
formas de vincularse con

las organizaciones. 
Entre las características que

las empresas argentinas identifi-
can en las nuevas generaciones
aparecen una mayor disposición
a cambiar de organización, la
búsqueda de autonomía y una
menor inclinación hacia la pre-
sencialidad cotidiana. 

Al mismo tiempo, se recono-
cen habilidades vinculadas con
las nuevas tecnologías y una ma-
yor agilidad para trabajar.

Aunque estas transformacio-
nes suelen asociarse con los
cambios tecnológicos que atra-
viesan el mundo laboral, el fenó-
meno alcanza otras dimensio-
nes. 

También modifica las expec-
tativas sobre el desarrollo profe-
sional, las formas de aprender, la
manera en que se construyen las
trayectorias laborales y los crite-
rios con los que las organizacio-
nes identifican el talento.

El informe Modalidades de
Trabajo, Aprendizaje y Gestión
de Habilidades en Empresas
Argentina, elaborado por el Ob-
servatorio del Futuro / Insight
21 de la Universidad Siglo 21, da
cuenta de estas transformacio-
nes a partir de un relevamiento
sobre empresas argentinas. 

La investigación fue de ca-
rácter descriptivo y cuantitati-
vo, mediante una encuesta tele-
fónica a 400 casos, con una
muestra probabilística y aleato-
ria. 

El trabajo de campo se reali-
zó en diciembre de 2025 y con-
templó empresas de sectores
tradicionales, sectores transfor-
mados por las tecnologías digi-
tales y sectores nuevos de la
economía de siete ciudades ar-
gentinas, entre ellas Córdoba.

El documento plantea que la
transformación del trabajo ex-
cede la incorporación de tecno-
logía. 

Cambian las modalidades de
desempeño, la configuración
de los puestos, las capacidades
requeridas, las estrategias de
aprendizaje y las trayectorias
laborales dentro de las organi-
zaciones. 

En ese contexto, comprender
cómo aprenden las personas y
qué esperan de su recorrido
profesional adquiere una im-
portancia creciente.

L

Aprendizaje y 
trayectoria laboral
Uno de los conceptos centrales
del informe es la learnability, en-
tendida como la disposición y
capacidad para aprender, des-
aprender y volver a aprender. 

Según el documento, ya no se
trata solamente de incorporar
conocimientos, sino también de
reconocer cuándo los saberes
disponibles resultan insuficien-
tes, buscar nuevas fuentes, expe-
rimentar, transferir aprendizajes
entre contextos y reconstruir la
propia práctica.

En este contexto, el aprendi-
zaje deja de aparecer como una
instancia previa al ingreso al
mercado laboral o como una
etapa concentrada en determi-
nados momentos de una carre-
ra. 

El informe lo ubica como una
dimensión permanente de la vi-
da profesional.

La necesidad de desarrollar
esa capacidad convive, sin em-
bargo, con una dificultad con-
creta: muchas empresas todavía
no cuentan con información su-
ficiente sobre las capacidades de
sus equipos. 

Según el relevamiento, 42,5%
no realizó durante el último año
un diagnóstico sobre necesida-
des de capacitación. 

A su vez, 44,8% no realiza nin-
guna medición de las habilida-
des de sus colaboradores, mien-

tras que solo el 27% las mide en
toda su plantilla.

La brecha es todavía mayor
cuando se observa específica-
mente la capacidad de aprendi-
zaje continuo. 

En este punto, 63% de las em-
presas consultadas no mide la
learnability de sus colaborado-
res. 

Solo 20,3% lo hace con algu-
nos trabajadores y 16,8% con to-
dos. 

La serie relevada por el infor-
me entre 2021 y 2025 muestra,
además, que esta medición con-
tinúa siendo una materia pen-
diente para una proporción im-
portante de las organizaciones.

El dato adquiere otra dimen-
sión cuando se observa qué ocu-
rre en las organizaciones que sí
realizan estas mediciones. 

Entre las empresas que mi-
den el nivel de habilidades de
sus colaboradores, 45,4% des-
plegó procesos de upskilling du-
rante los últimos dos años para
más de 30% de su plantilla. 

En el conjunto de las empre-
sas relevadas, esa proporción
fue de 22,8%. 

Algo similar sucede con el res-
killing: entre las organizaciones
que miden competencias, 32,4%
aplicó estos procesos a más de
30% de sus colaboradores, fren-
te a 15,5% registrado en el total.

En ese sentido, el informe se-
ñala que “medir habilidades” se

encuentra fuertemente asocia-
do con decisiones de mayor al-
cance en materia de formación y
desarrollo. 

La medición aparece así vin-
culada con la posibilidad de
identificar capacidades, recono-
cer brechas y ampliar las accio-
nes destinadas a acompañar la
evolución de los trabajadores.

La misma relación se observa
en la valoración que las propias
empresas realizan sobre la capa-
cidad de aprendizaje. 

Entre aquellas que sí miden la
learnability, 27% considera que
el nivel promedio es alto y 64,9%
lo ubica en un nivel medio. Solo
4,7% lo considera bajo.

El informe diferencia, ade-
más, entre upskilling y reskilling. 

El primero refiere al desarro-
llo de habilidades dentro del es-
pacio o disciplina en el que una
persona ya se desempeña; el se-
gundo, a la transformación de
capacidades para asumir nuevas
tareas o desafíos. 

Ambos requieren, según el
documento, algo más que una
oferta de cursos: necesitan infor-
mación sobre las capacidades
existentes, anticipación de nece-
sidades, oportunidades para
aplicar lo aprendido y mecanis-
mos que vinculen formación,
experiencia y desarrollo profe-
sional.

Por su parte, los datos sobre el
alcance actual muestran que to-

davía se trata de procesos de co-
bertura limitada. 

En los últimos dos años, solo
22,8% de las empresas aplicó
upskilling a más del 30% de su
fuerza laboral, mientras que
35,5% lo hizo sobre menos de
10%. 

En reskilling, 42% alcanzó a
menos de 10% de la plantilla y
15,5% superó el 30%.

Nuevas generaciones
El relevamiento también indaga
específicamente en los cambios
que las empresas observan en las
nuevas generaciones. 

La característica que reúne
mayor cantidad de menciones es
que “no quieren permanecer
mucho tiempo en la misma em-
presa”, asociada a una mayor
frecuencia de cambios en las tra-
yectorias laborales.

Junto con esa percepción
aparecen otras características:
44,5% de las empresas señala
que las nuevas generaciones no
quieren concurrir muchos días a
las oficinas; 41,5% destaca su ha-
bilidad con las nuevas tecnologí-
as y su agilidad en el trabajo;
37,5% menciona que no quieren
permanecer mucho tiempo en la
misma empresa; y otro 37,5% se-
ñala que pretenden altos niveles
de autonomía para trabajar. 

También aparecen la dificul-
tad para concentrarse en tareas
específicas, las demandas sobre
las organizaciones y la búsqueda
de propuestas personalizadas
para incorporarse a una empre-
sa.

Aún así, el informe evita redu-
cir estas diferencias a etiquetas
generacionales. 

Plantea que quienes ingresan
actualmente al mercado laboral
lo hacen en un escenario marca-
do por la aceleración tecnológi-
ca, la incertidumbre y una rela-
ción menos lineal entre educa-
ción, empleo y carrera. 

En consecuencia, sus expec-
tativas sobre flexibilidad, propó-
sito, bienestar, autonomía, re-
troalimentación y desarrollo
pueden diferir de aquellas que
tradicionalmente estructuraron
la vida organizacional.

La observación resulta rele-
vante porque no se limita a des-
cribir preferencias individuales. 

Las distintas maneras de rela-
cionarse con el trabajo también
ponen en cuestión modelos or-
ganizacionales construidos alre-
dedor de trayectorias más esta-
bles y lineales.

Al mismo tiempo, las empre-
sas todavía mantienen estructu-
ras predominantemente tradi-
cionales. 
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En 72,6% de las organizacio-
nes, los trabajadores a tiempo
completo representan entre
75% y 100% de la dotación. 

Y en 76,9%, la presencialidad
alcanza a más de tres cuartas
partes de los trabajadores. 

Los formatos híbridos y total-
mente remotos, aunque presen-
tes, todavía abarcan segmentos
minoritarios de las plantillas.

Así, las nuevas expectativas
conviven con estructuras que
todavía se apoyan mayoritaria-
mente en modalidades tradicio-
nales de organización del traba-
jo. 

La tensión no se ubica única-
mente en dónde se trabaja, sino
también en cómo se construyen
la autonomía, la coordinación,
el aprendizaje y el desarrollo
dentro de las empresas.

Nuevas habilidades 
La transformación de las trayec-
torias laborales también se re-
fleja en los perfiles que las em-
presas comienzan a incorporar. 

Durante el último año, 66,3%
de las organizaciones incorporó
personas para desempeñar fun-
ciones que antes no estaban
contempladas en sus organigra-
mas, aunque generalmente en
proporciones inferiores al 10%
de las nuevas contrataciones.

La expectativa hacia los pró-
ximos tres años indica una ma-
yor presencia de estas nuevas
posiciones, aunque con una
moderación respecto de medi-
ciones anteriores. 

Según el reporte, 26,3% de las
empresas estima que las nuevas
posiciones representarán más
de 10% de las nuevas contrata-
ciones, mientras que solo 5,5%
proyecta que superarán el 30%. 

El informe señala que esta úl-
tima expectativa es menor que
la registrada entre 2021 y 2024.

En paralelo, las empresas
identifican un conjunto relati-
vamente diversificado de habili-
dades como prioritarias para los

próximos dos años. 
Las habilidades adaptativas

—que incluyen innovación, fle-
xibilidad, gestión del cambio y
manejo de la incertidumbre—
muestran un leve predominio,
aunque las habilidades técni-
cas, tecnológicas, interactivas,
de liderazgo y coordinación y de
gestión de uno mismo también
ocupan posiciones relevantes.

La habilidad vinculada con el
uso de inteligencia artificial (IA),
en cambio, recibe una valora-
ción menor que las restantes.

El informe vincula este resul-
tado con un posible desconoci-
miento sobre las implicancias
de la IA generativa para el des-
empeño laboral y sobre las ca-
pacidades necesarias para utili-
zarla de manera efectiva.

Al mismo tiempo, la mayoría
de las empresas anticipa una ex-
pansión de las iniciativas de
desarrollo. 

De hecho, 59,1% considera
que los procesos de upskilling y
reskilling tendrán en los próxi-
mos años una intensidad supe-
rior o muy superior a la actual,
mientras que 35% espera que se
mantengan en niveles similares. 

Entre las empresas que mi-
den las habilidades de todos sus
trabajadores, la expectativa de
una intensidad superior o muy
superior asciende a 74,1%.

La distancia entre esa expec-
tativa y las prácticas actuales
también aparece en el tiempo
que las organizaciones destinan
al aprendizaje. 

Solo 22% afirma dedicar más
de 5% del tiempo total de traba-
jo a formación y aprendizaje.
MientraS, 29,5% destina entre
1% y 3%, en tanto que 17,8% re-
gistra menos de 1%.

De este modo, aprender den-
tro de la organización no apare-
ce únicamente como una cues-
tión de disponibilidad de conte-
nidos o cursos. 

El informe lo vincula con la
necesidad de generar tiempo,

espacios, incentivos y experien-
cias para que las personas pue-
dan actualizarse, experimentar,
transferir conocimientos y asu-
mir nuevas responsabilidades.

Renovación y experiencia
Los cambios generacionales
tampoco se producen en un
mercado laboral compuesto
únicamente por trabajadores
jóvenes. 

El informe incorpora otra
transformación demográfica: la
extensión de las trayectorias la-
borales de las personas de ma-
yor edad.

El reporte observa que 70,5%
de las empresas consultadas re-
gistra una extensión de la vida
laboral de sus trabajadores de
mayor edad. 

Sin embargo, solo 7,3% ofre-
ce esquemas especiales de des-
empeño para personas cerca-
nas a la edad de retiro que ne-
cesitan continuar trabajando. 

Otro 18,5% manifiesta estar
atento a los pedidos que pue-
dan surgir, mientras que  74,3%
afirma no estar haciendo nada
al respecto por el momento.

La coexistencia de genera-
ciones con experiencias y ex-
pectativas diferentes introdu-
ce, así, otra dimensión en la
gestión del talento. 

El informe plantea que las
carreras profesionales ya no
necesariamente pueden pen-
sarse como una secuencia line-
al de formación, empleo y reti-
ro.

Pueden incluir transiciones,
interrupciones, reconversiones
y períodos de actualización.

En este escenario, la cues-
tión del aprendizaje atraviesa
distintas etapas de la vida labo-
ral. 

Para quienes ingresan al
mercado, supone desarrollar
capacidades que permitan des-
envolverse en contextos cam-
biantes. 

Para quienes tienen trayec-

torias más extensas, implica
sostener la empleabilidad y ac-
tualizar conocimientos durante
períodos laborales cada vez
más prolongados.

El desafío que identifica el
informe es, entonces, organiza-
cional además de individual:
construir condiciones para que
personas con diferentes eda-
des, experiencias y expectativas
puedan aprender, colaborar y
contribuir dentro de estructu-
ras que también están cam-
biando.

Formación continua
El relevamiento muestra que
las empresas argentinas reco-
nocen cambios en las capaci-
dades requeridas y anticipan
una mayor intensidad de los
procesos de formación y re-
conversión. Sin embargo, esa
expectativa convive con una
limitada capacidad para diag-
nosticar las necesidades for-
mativas, medir habilidades y
conocer la learnability de los
equipos.

En este contexto, el informe
sostiene que la gestión basada
en habilidades requiere pasar
de una mirada relativamente
estática del talento a otra ca-
paz de reconocer no solo lo
que una persona sabe hacer
en el presente, sino también
aquello que puede aprender,
transferir o desarrollar.

La transformación también
alcanza la propia definición de
los puestos. 

Según el documento, co-
mienzan a configurarse como
combinaciones dinámicas de
tareas, responsabilidades, co-
nocimientos y capacidades
que pueden modificarse a me-
dida que cambian la tecnolo-
gía, los mercados y los mode-
los de negocio.

Por eso, el aprendizaje apa-
rece vinculado con una trans-
formación más amplia de las
organizaciones. 

No se trata solamente de
preparar a las personas para
nuevas herramientas, sino de
generar condiciones para que
puedan incorporar conoci-
mientos, modificar prácticas y
asumir funciones que todavía
no están completamente defi-
nidas.

El informe sintetiza esta
perspectiva al señalar que “la
gestión basada en habilidades
debe dejar de ser una práctica
excepcional para convertirse
en una infraestructura estraté-
gica de las organizaciones”.

Desde esta mirada, las nue-
vas generaciones constituyen
una de las expresiones visibles
de un proceso más amplio. 

Sus expectativas de autono-
mía, flexibilidad, movilidad y
desarrollo conviven con la ex-
tensión de las trayectorias la-
borales, la aparición de nue-
vas funciones y la necesidad
de sostener aprendizajes per-
manentes.

El futuro del trabajo, según
el relevamiento, se construye
en esa convergencia. 

Las tecnologías modifican
tareas y procesos, pero las res-
puestas organizacionales de-
penden también de cómo las
empresas identifican capaci-
dades, generan oportunidades
de aprendizaje y articulan ex-
periencia, conocimiento
emergente y nuevas formas de
colaboración.

La conclusión del informe
es que “el futuro del trabajo
humano no está predetermi-
nado” y que será resultado de
las decisiones que empresas y
trabajadores puedan tomar
conjuntamente. 

En ese escenario, aprender
de manera continua deja de
ser una actividad complemen-
taria de la vida laboral y pasa a
formar parte de la manera en
que las organizaciones y las
personas atraviesan las trans-
formaciones del trabajo.
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a Unidad Fiscal Rosario, con 
la colaboración de la Unidad 
Fiscal para la Investigación de 

Delitos Cometidos en el ámbito de 
actuación del Instituto Nacional 
de Servicios Sociales para Jubila-
dos y Pensionados y su Programa 
de Atención Médica Integral (UFI-
PAMI), formalizó la imputación 
contra un médico cardiólogo y un 
licenciado en enfermería por de-
fraudar al INSSJP-PAMI mediante 
la facturación de prestaciones mé-
dicas que jamás realizaron. 

Se trata del médico M.G.A. y del 
enfermero M.A.P., las mismas per-
sonas que en junio pasado habían 
sido detenidas e imputadas por la 
Sede Fiscal Descentralizada Vena-
do Tuerto (Santa Fe) por ejercicio 
ilegal de la medicina y suministro 
ilegal de fentanilo y morfina. Esa 
investigación se inició como un 
desprendimiento de la pesquisa 
por las presuntas maniobras de-
fraudatorias contra PAMI que aho-
ra fueron formalizadas en Rosario. 

En la audiencia de formaliza-
ción, el juez federal de Garantías 
Carlos Vera Barros confirmó el 
plazo de investigación de seis me-
ses solicitado por la fiscalía, hasta 
el 25 de febrero de 2027, a la espera 

de peritajes sobre dispositivos mó-
viles y computadoras incautadas. 

Además, en línea con lo plantea-
do por los representantes del MPF, 
dispuso como medidas de coer-
ción el sometimiento periódico al 
proceso y la prohibición de salida 
del país. 

La pesquisa comenzó a partir de 
una denuncia formulada en abril 
pasado por la UFI-PAMI, a raíz de 
una investigación preliminar que 
expuso las maniobras desarrolla-
das por los encausados. 

A través del sistema CUP del 
PAMI, el cardiólogo informó que, 
entre octubre de 2023 y octubre 
de 2024, hizo 36.085 prácticas 
médicas, como ecocardiogra-
mas, ergometrías y monitoreos 
ambulatorios, a nombre de 4.982 
afiliados. Por esas prestaciones, 
la obra social le abonó 
579.943.598,88 pesos. 

Luego, entre noviembre de 
2024 y febrero de 2025, reportó 
otras 14.546 prácticas supuesta-
mente realizadas a 2.275 afilia-
dos, por las cuales el organismo 
debería haber pagado 
147.974.775,68 pesos. El monto 
no fue cancelado porque se ad-
virtieron irregularidades. 

Las evidencias recabadas por el 
área de Criminalidad Económica, 
Trata y otros Delitos Complejos de 
la Unidad Fiscal incluyeron el tes-
timonio de afiliados, que residen 
en distintas provincias del país y 
en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, quienes negaron haber-
se atendido con el médico, a lo 
que se sumó la imposibilidad fác-
tica de realizar la cantidad de 
prácticas facturadas, ya que el 
cruce con las bases de datos mi-
gratorias demostró que, al mo-
mento de la realización de mu-
chos estudios, el cardiólogo no se 
encontraba en el país. 

Según expuso la fiscalía, tam-
bién se determinó que, en junio 
de 2024, los acusados compraron 
una vivienda. Para ello, habrían 
presentado ante la escribana que 
intervino en la operación, docu-
mentación apócrifa. Lo hicieron a 
través de una sociedad sin activi-
dad comercial real, constituida 
por ambos, como pantalla para 
dar apariencia de legalidad a los 
fondos. 

En la audiencia, los representan-
tes del MPF encuadran sus con-
ductas como defraudación en per-
juicio de la Administración Públi-
ca -consumada y en grado de ten-
tativa- y lavado de activos. 
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Sueños Compartidos:  
el fiscal rechazó pedidos 
de prescripción 
El fiscal Diego Velasco rechazó 
los pedidos de prescripción de 
los imputados en la causa “Sue-
ños Compartidos” y defendió los 
pedidos de condenas pedidas 
para los ex funcionarios Julio de 
Vido y José López y los hermanos 
Sergio y Pablo Schoklender, en-
tre otros implicados. 

Durante su exposición, negó 
que haya “arbitrariedad” en su 
alegato, algo que reclamó la de-
fensa del ex ministro de Planifi-
cación Federal de Néstor Kirch-
ner y Cristina Fernández. 

Velasco se refirió al caso del 
perito de la Corte Suprema 
Francisco Guzmán, quien fue 
cuestionado por los abogados 
de De Vido por, supuestamen-
te, haber adulterado documen-
tos clave para sostener las acu-
saciones, y manifestó que al 
momento de su testimonio nin-
guna de las defensas hizo plan-
teos ni exhibió los documentos 
cuestionados. 

También negó que haya in-
congruencias de la fiscalía sobre 
montos expuestos en la causa 
por desvío de fondos a través del 
programa y cuestionó que las 
defensas apunten a dejar sin 
efecto su alegato por motivos 

contrarios, ya que algunas “pi-
den mucho más desarrollo” y 
otras “que cierre con una simple 
mención de algunas cuestiones y 
presente la teoría del caso”. 

Con respecto a los pedidos de 
prescripción por plazo razona-
ble, dijo: “No ha ocurrido en este 
caso particular, más allá de que 
ha tardado y eso tiene que ver 
con la actitud de las mismas de-
fensas de los imputados”. 

Además, rebatió el principal 
argumento sobre el plazo para la 
extinción penal: mientras los 
abogados afirmaron que el últi-
mo acto interruptivo de la pres-
cripción ocurrió el 8 de julio de 
2020, Velasco advirtió que el mis-
mo fue dejado sin efecto por pe-
dido de las defensas durante la 
pandemia y que en realidad debe 
tomarse como tal el 15 de sep-
tiembre de 2020. 

La causa investiga una presun-
ta estructura delictiva que entre 
2005 y 2011 desvió 
$206.438.454,05 de fondos que la 
Secretaría de Obras Públicas des-
tinó a través de la construcción 
de viviendas sociales del progra-
ma Sueños Compartidos, gestio-
nado por la Fundación Madres 
de Plaza de Mayo. 

Más de 30 estudiantes de Derecho de la 
UNC hicieron prácticas en la Justicia 
en el primer semestre 

El Poder Judicial de Córdoba re-
cibió en el primer semestre de 
este año a 31 estudiantes de la 
Práctica profesional III del Pro-
grama de Enseñanza para la 
Práctica Jurídica, de la Facultad 
de Derecho de la Universidad 
Nacional de Córdoba (UNC). 

Las prácticas preprofesiona-
les universitarias tuvieron lugar 
en 14 oficinas judiciales. 

La tarea se gestiona desde 
2005 en el Área de Extensión de 
la Escuela Judicial, el Centro Ri-
cardo C. Núñez, en coordina-
ción con la Facultad de Derecho 
de la UNC. 

Los estudiantes tienen la po-
sibilidad de elegir entre las dife-
rentes oficinas que se postulan, 
lo que les permite, conforme a 
su perfil e intereses, hacer expe-
riencia pre profesional en el 
fuero o área que les resulte inte-
resante. 

Para llevar a cabo la tarea se 
conforman equipos de tutores 
institucionales en cada oficina, 
quienes tienen a cargo la plani-
ficación de las tareas y activida-
des que deben llevar a cabo. 

La práctica tiene una dura-
ción de 60 horas y se realiza a lo 
largo de aproximadamente dos 
meses. 

En el primer cuatrimestre, las 
actividades que se realizaron 
fueron muy diversas. En el área 
jurisdiccional participaron de 
audiencias, redactaron escritos, 
observaron la interacción con 
diferentes públicos en las baran-
dillas, asistieron a un estableci-
miento penitenciario y a diferen-
tes oficinas judiciales y edificios, 
participaron en entrevistas a víc-
timas y a personas privadas de su 
libertad y en la Defensoría Móvil. 

En el área no jurisdiccional sis-
tematizaron sentencias de femi-
cidios, realizaron búsquedas de 
antecedentes penales, citaron a 
jurados populares, participaron 
en la organización de audiencias 
de mediación, brindaron asisten-
cia a usuarios, letrados y al públi-
co en general que realiza consul-
tas en el Archivo, realizaron aná-
lisis y sistematización de juris-
prudencia local e internacional 
sobre Derechos Humanos, cola-
boraron con campañas de difu-
sión de derechos, efectuaron 
análisis de resoluciones para ad-
vertir prácticas del Modelo Social 
de Discapacidad y participaron 
en la simulación del uso del Sis-
tema de Administración de Cau-
sas (SAC) para conocer las herra-
mientas electrónicas. 

Un cardiólogo y un enfermero 
quedaron imputados  
por defraudar al PAMI 
Los encausados ya habían estado detenidos por otros delitos. Se calcula que 
facturaron $700 millones por prácticas inexistentes 

GENTILEZA
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L
a reunión entre el Ministerio 
de Capital Humano y los re-
presentantes de los gremios 

docentes y no docentes de las uni-
versidades nacionales terminó sin 
acuerdo y derivó en un nuevo paro 
de 24 horas para hoy.  

La convocatoria tenía como ob-
jetivo avanzar en una recomposi-
ción salarial, en un contexto de 
fuerte reclamo sindical por la pér-
dida del poder adquisitivo de los 
trabajadores universitarios. 

Según informó a través de un co-
municado la cartera que conduce 
Sandra Pettovello, durante el en-
cuentro encabezado por el subse-
cretario de Políticas Universitarias, 
Alejandro Álvarez, el Gobierno 
presentó una oferta que contem-
pla un aumento de tres por ciento 
para septiembre y la ratificación 
del incremento de tres por ciento 
previsto para octubre, porcentaje 
que, de acuerdo con el Ministerio 
de Capital Humano, había sido 
acordado y comprometido formal-
mente en las mesas de negocia-
ción de junio. 

Sin embargo, la propuesta fue 
rechazada por el Frente Sindical 

Universitario. Para los gremios, el 
porcentaje resulta insuficiente 
frente al deterioro acumulado de 
los ingresos y tampoco resuelve el 
reclamo vinculado con el cumpli-
miento de la Ley de Financiamien-
to Universitario. 

 
“Propuesta irrisoria” 
La secretaria General de la Aso-
ciación de Docentes e Investiga-
dores Universitarios de Córdoba 
(Adiuc), Leticia Medina, cuestio-
nó duramente el resultado de la 
reunión y puso el eje en la pérdi-
da salarial acumulada desde di-
ciembre de 2023. 

En diálogo con Comercio y Jus-
ticia, señaló: “Íbamos con una ex-
pectativa de que el Gobierno lleva-
ra una propuesta para recompo-
ner el 32% del salario que nos debe 
en función de la caída que se viene 
registrando de los salarios docen-
tes y no docentes desde diciembre 
de 2023”, sostuvo. 

Medina recordó que el 10 de ju-
nio se había producido un avance 
en las negociaciones, con un 
acuerdo que contemplaba un in-
cremento de 21%. Sin embargo, 
señaló que posteriormente la Justi-
cia mantuvo vigente la medida 
cautelar vinculada con el financia-
miento universitario. 

En ese marco, afirmó que la si-

tuación actual exige una recompo-
sición inmediata y cuestionó el 
planteo llevado por el Gobierno a 
la mesa paritaria: “El Gobierno fue 
con una propuesta irrisoria y con 
una actitud absolutamente impro-
ductiva para la negociación”, re-
saltó la dirigente gremial. 

Según relató, durante el encuen-
tro los representantes sindicales 
preguntaron en concepto de qué 
se otorgaría el tres por ciento ofre-
cido para septiembre. “Dijeron en 
concepto de lo que quieran”, afir-
mó Medina, quien consideró que 
esa respuesta no permite estable-
cer una referencia clara para la 
evolución de los salarios frente a la 
inflación. 

“Eso no genera ninguna certeza 
de cómo se va a cumplir la infla-
ción de los meses que vienen y 
muchísimo menos la recomposi-
ción de lo que todavía nos deben”, 
sostuvo. 

 
Paro en todas las universidades 
Tras el fracaso de la negociación, 
las federaciones docentes y no do-
centes resolvieron avanzar con 
una medida de fuerza de alcance 
nacional. 

“Vamos al paro todas las federa-
ciones docentes y no docentes”, 

confirmó Medina y destacó el al-
cance de la protesta: “Esto quiere 
decir que el paro va a ser absoluto 
en todas las universidades nacio-
nales y en Córdoba también”. 

La medida se concretará hoy 
durante 24 horas y alcanzará a la 
Universidad Nacional de Córdo-
ba (UNC), en el marco de la con-
tinuidad del conflicto salarial 
universitario. 

En este contexto, la dirigente de 
Adiuc volvió a advertir sobre el de-
terioro de los ingresos y resumió: 
“La situación salarial es acuciante”. 

Por el Frente Gremial Universi-
tario, Oscar Vallejos, secretario ad-
junto de Conadu Histórica y secre-
tario de Formación de la CTA, con-
firmó la realización del paro y anti-
cipó que mañana jueves, durante 
un plenario en Bariloche, se anali-
zarán los próximos pasos. “Toma-
remos decisiones sobre las medi-
das de fuerza futuras ante este Go-
bierno que incumple constante-
mente”, expresó. 

 
Cautelar judicial 
El conflicto gremial se desarrolla 
en paralelo con una disputa judi-
cial por el cumplimiento de la Ley 
de Financiamiento Universitario. 
El juez federal Martín Cormick re-

chazó el pedido del Gobierno para 
dejar sin efecto la cautelar y esta-
bleció un plazo de tres días para 
que el Ejecutivo informe sobre el 
grado de cumplimiento de la ley. 

La resolución se produjo al ini-
cio de esta semana, el pasado lu-
nes, en el marco de una demanda 
impulsada por el Consejo Interu-
niversitario Nacional (CIN), que 
reclama que el Gobierno cumpla 
con las disposiciones de la ley 
27795 y con los compromisos asu-
midos en materia de financia-
miento universitario. 

La cautelar ordena al Estado Na-
cional cumplir de manera inme-
diata con los artículos 4, 5, 6 y 7 de 
la norma. En su resolución, el ma-
gistrado consideró que el incum-
plimiento puede producir perjui-
cios graves de imposible repara-
ción ulterior, teniendo en cuenta el 
deterioro de los ingresos del colec-
tivo afectado. 

También sostuvo que la falta de 
cumplimiento de la ley podría 
afectar el derecho a enseñar y 
aprender consagrado en la Consti-
tución Nacional. 

El Gobierno, en tanto, señaló en 
un comunicado que busca reto-
mar las negociaciones el próximo 
jueves 17.

Fracasó la paritaria  
y hoy habrá paro  
nacional universitario

PARAN LAS UNIVERSIDADES. No hubo acuerdo paritario con el Gobierno. 

El Consejo de Médicos de la Pro-
vincia de Córdoba firmó un conve-
nio con los ministerios de Educa-
ción y Seguridad para llevar la edu-
cación vial a las escuelas de todo el 
territorio provincial.  

La propuesta busca fortalecer la 
prevención, promover hábitos se-
guros e involucrar a las comunida-
des educativas. 

La iniciativa, denominada 
“Educación Vial en las Escuelas”, 
propone abordar la seguridad 
vial desde una perspectiva inte-
gral, que no se limite al conoci-
miento de las normas de tránsito, 
sino que también incorpore el 
cuidado de la vida, la salud, la 
convivencia ciudadana y la pre-

vención de los siniestros viales. 
El programa contempla pro-

puestas destinadas a estudiantes 
de todos los niveles y modalidades 
del sistema educativo provincial, 
adaptadas a las características de 
cada etapa y a las distintas realida-
des territoriales. 

Entre sus objetivos se encuentra 
fortalecer conocimientos, habili-
dades, valores y actitudes vincula-
dos con el respeto por las normas 
de tránsito, el uso responsable del 
espacio público y la movilidad se-
gura, sostenible e inclusiva.  

También se trabajará sobre la 
prevención de factores de riesgo y 
el reconocimiento de los derechos 
y responsabilidades de quienes 

transitan la vía pública. 
El acuerdo fue rubricado por el 

ministro de Educación, Horacio 
Ferreyra; el ministro de Seguridad, 
Juan Pablo Quinteros; y el presi-
dente del Consejo de Médicos, 
Héctor Oviedo. 

Además del trabajo con estu-
diantes, se realizarán instancias de 
formación y actualización para do-
centes de instituciones estatales y 
privadas. El objetivo será brindar 
herramientas para incorporar la 
educación vial de manera trans-
versal a las propuestas pedagógi-
cas y abordarla desde la preven-
ción, la promoción de la salud, la 
convivencia democrática y la for-
mación ciudadana. 

El Gobierno ofreció un aumento de 3% para  
septiembre y las federaciones docentes y no  
docentes rechazaron la propuesta. Leticia Medina, 
secretaria General de Adiuc en Córdoba, calificó de 
“irrisoria” la propuesta. En tanto, el juez federal 
Martín Cormick intimó al Gobierno a informar en un 
plazo de tres días el grado de cumplimiento de la 
Ley de Financiamiento Universitario.  
“La situación salarial es acuciante” sostuvo Medina 

Educación vial en las escuelas, una iniciativa  
del Gobierno provincial y el Consejo de Médicos

SEGURIDAD VIAL. El Gobierno y Médicos firmaron  

un convenio para educar sobre el tema en las escuelas.

CAROLINA KLEPP 

cklepp@comercioyjusticia.info
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La frase del día

“La visita del Santo Padre ya está generando buenos  
frutos porque nos está sentando en una misma mesa”. 

Jorge García Cuerva, arzobispo de Buenos Aires,  
al referirse al trabajo conjunto de los gobiernos nacional, 
bonaerense y de la Provincia y de la ciudad de Córdoba  
en la organización de la venida de León XIV. 

b
n Colombia, un proyecto de ley que impulsaron legisla-
dores de distintas fuerzas políticas propone penalizar la 
gestación subrogada, también conocida como gesta-

ción por sustitución o alquiler de vientres. 
Ese país es uno de los principales destinos del denomina-

do “turismo reproductivo”, una industria de la que participan 
clínicas, agencias internacionales, abogados, fundaciones, 
sistemas médicos públicos y privados, reclutadores, entida-
des estatales y mujeres gestantes. 

En Colombia, al igual que en Argentina, hay vacío legal y 
eso propició un mercado que opera amparado, entre otras 
cosas, por la falta de regulación y las desigualdades socioe-
conómicas entre las partes involucradas. 

Recientemente, después de la presentación de más de 15 
iniciativas que quedaron en la nada, el Congreso colombiano 
recibió un nuevo texto para vedar lo que define como “explo-
tación reproductiva”. 

Lo suscribieron representantes de todo el espectro políti-
co, desde la derecha gobernante hasta la izquierda y el cen-
tro, bajo la premisa de que la gestación subrogada implica la 
mercantilización de los niños y genera conflictos de filiación 
e identidad, riesgos de apatridia y posibles formas de trata o 
venta de infantes. 

Para los firmantes, los riesgos asociados a la práctica no 
se van a solucionar con la regulación limitada y, por eso, im-
pulsan su prohibición total, sea comercial o altruista. 

El proyecto busca declarar ineficaces los acuerdos de al-
quiler de vientres y crear un nuevo delito para sancionar a 
quienes lo promuevan, faciliten, intermedien o financien con 
penas de entre nueve y 16 años de prisión y multas. En tanto, 
a las mujeres que acceden a llevar adelante embarazos las 
protege como víctimas. 

La propuesta, además, castiga la publicidad de servicios 
médicos, jurídicos o turísticos relacionados con la técnica, 
incluso cuando el procedimiento se realice en otro país. 

  
Carga sanguínea 

En diciembre de 2024, un fallo que ordenó que el nombre de 
la gestante figure en la partida de nacimiento del niño sentó 
un precedente en el país. La decisión desestimó la solicitud 
de un ciudadano danés que buscó desconocer la materni-
dad de la mujer, con quien en su momento suscribió un con-
trato de gestación subrogada. 

El decisorio indicó que aunque la mujer no aportó material 
genético para la concepción su rol no podía ser ignorado 
porque su cuerpo fue esencial. También consideró el aporte 
de su carga sanguínea en el proceso de gestación. 

En octubre de 2023, una prueba de ADN confirmó que no 
era la madre biológica del menor, pero el fallo consideró que 
quien da a luz también es madre biológica. 

En ese marco, afirmó que los avances científicos dividie-
ron el proceso reproductivo en dos aspectos, fecundación y 
gestación, y que ello dio lugar a “la existencia de dos madres 
biológicas”. 

También indicó que mientras no haya regulación clara los 
casos de gestación subrogada deben considerarse bajo el 

concepto de “pluriparentalidad” a fin de proteger los dere-
chos fundamentales de los menores. 

En abril de 2025, la Sala Civil del Tribunal Superior del Dis-
trito de Justicia de Bogotá anunció que en todos los casos 
de maternidad subrogada el nombre de la mujer que dio a 
luz debe incluirse en el registro civil del menor. 

Estimó que la práctica, sea remunerada o no, implica “una for-
ma de explotación y mercantilización del cuerpo de la mujer”. 

El caso se originó cuando T.R. presentó una acción de tu-
tela en representación de su hija contra la Registraduría Na-
cional del Estado Civil y el Ministerio de Relaciones Exterio-
res. La niña, nacida mediante un contrato de gestación su-
brogada, estaba en situación de apátrida debido a la invali-
dez del registro civil de nacimiento, que no incluía a la madre 
gestante. 

Para resolver, analizó los derechos fundamentales del in-
fante, incluyendo su derecho a la personalidad jurídica, na-
cionalidad, identidad y filiación. Además, cuestionó la validez 
del contrato de gestación subrogada y apuntó a la vulnerabi-
lidad de la mujer. 

  
Protex 

Hace un año, el informe de la relatora especial de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) sobre Violencia contra 
las Mujeres y Niñas, Reem Alsalem, incorporó reportes de la 
Procuraduría de Trata y Explotación de Personas (Protex), 
cuyo aporte consideró relevante para visibilizar que, en el ca-
so de Argentina, muchas mujeres -en particular, madres sol-
teras y en contextos de precariedad económica- recurren a 
la subrogación como estrategia de subsistencia y quedan 
expuestas a dinámicas de explotación y desigualdad. 

El documento subrayó que la ausencia de marcos regula-
torios claros y de mecanismos efectivos de control en distin-
tos países, incluida la Argentina, incrementa los riesgos de 
abuso, mercantilización y violencia. 

A su turno, la Protex informó sobre el modus operandi 
identificado en varios casos que investiga la justicia fede-
ral. Precisó que se detectó el funcionamiento de “un siste-
ma ilícito dedicado a la explotación de mujeres gestantes a 
través de la modalidad” y la “posterior comercialización de 
los niños”. 

Para la procuraduría especializada, cuando en la gesta-
ción por sustitución intervienen actores que hacen con ella 

“un negocio habitual y lucrativo a partir de la captación de 
mujeres en situación de vulnerabilidad”, se está frente a un 
supuesto de explotación en los términos del delito de trata. 

  
Foro de conveniencia 

La relatora de la ONU señaló que el alquiler de vientres re-
fuerza los estereotipos contra las mujeres y niñas y mercan-
tiliza sus cuerpos. 

Alsalem definió a la reproducción subrogada como la 
práctica en la que “una mujer (la ‘madre sustituta’) queda 
embarazada y gesta un hijo para otra persona o pareja (los 
‘progenitores comitentes’ o ‘progenitores previstos’)”. Pun-
tualizó que los “arreglos” pueden realizarse directamente en-
tre la sustituta y los progenitores previstos o facilitarse a tra-
vés de una clínica o agencia. 

“Los costos crecientes, los períodos de espera más pro-
longados en los lugares de destino de la reproducción subro-
gada tradicional y el aumento de las restricciones normati-
vas, junto con las crisis y las guerras, han vuelto a despertar 
el interés por encontrar nuevos destinos para la reproduc-
ción subrogada en América Latina”, advirtió. 

Postuló que por la “incoherencia de los enfoques jurídicos 
y de políticas” surge “la búsqueda de foros de conveniencia”; 
es decir, los progenitores comitentes averiguan cuáles son 
los lugares menos restrictivos y menos costosos para con-
tratar a madres sustitutas. 

La relatora estableció que, en todo el mundo, la mayoría de 
las madres sustitutas proceden de entornos de ingresos 
más bajos y tienen un estatus social inferior al de los proge-
nitores comitentes. 

  
Óvulos 

Analizó también la situación de las donantes de óvulos. Ex-
plicó que suelen ser mujeres jóvenes con entornos marca-
dos por la vulnerabilidad económica y, muchas veces, selec-
cionadas en función de estereotipos raciales y sociales. “Las 
mujeres jóvenes, blancas, occidentales y con educación su-
perior reciben hasta 100 veces más por sus ovocitos que 
otras mujeres”, indicó Alsalem. 

En tanto, identificó cinco tipos de violencia en estos con-
textos: económica; psicológica; física; reproductiva y escla-
vitud y trata. “El afán de lucro en que se basa la prestación de 
servicios de reproducción subrogada aumenta el riesgo de 
trata de personas en todas las etapas del proceso, en parti-
cular para que las envíe a otros países con fines de trabajo 
reproductivo forzado”, aseguró. 

En cuanto a la violencia reproductiva, la relatora dijo que la 
incorporación de la selección del sexo en los “paquetes de 
servicios” puede amplificar los prejuicios sexistas y de géne-
ro existentes en las sociedades “con una marcada preferen-
cia cultural por los hijos varones”. 

En el acápite “Esclavitud y trata”, consideró que el afán de 
lucro en el que se basa la prestación de servicios de repro-
ducción subrogada aumenta el riesgo de trata de personas 
en todas las etapas del proceso; en especial, de que se envíe 
a las gestantes a otros países con fines de trabajo reproduc-
tivo forzado. 

Además, postuló que los arreglos de reproducción subro-
gada pueden equivaler o asemejarse a la esclavitud, ya que 
ponen a las madres sustitutas en una situación en la que se 
hace uso de todas o alguna de las características del dere-
cho de propiedad con respecto a ellas. 

Alquiler de vientres: un proyecto transversal en Colombia 
busca prohibir la práctica
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